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En nombre y representación de mi hija menor de edad, ….., DNI N° …., de ocho años de edad, afiliada como beneficiaria N° ….. me dirijo a Ud. a los fines de que: Atento a que mi hija padece de PUBERTAD PRECOZ, y que desde el 2017 está bajo tratamiento para evitar su desarrollo precoz, la misma tiene indicado una ampolla cada veintiocho días de acetato de leuprolide (Lectrum 3.75mg). Que luego de varios reclamos administrativos ante vuestra sucursal de Villa Maria (Cba.) Uds. han procedido a la cobertura de un cuarenta por ciento (40%) del valor de la ampolla. Que el costo de la misma asciende a más de pesos veinte mil, lo que se torna imposible para esta parte abonar el sesenta por ciento de la misma (60%) máxime cuando todos los meses tiene un aumento notorio. Que ante la imposibilidad económica de poder cubrir con el tratamiento de mi hija, ya que con el único ingreso de mi esposo no podemos cubrir ese 60% restante es que, le INTIMO a que en el plazo de cuarenta y ocho horas de recibida la presente proceda a: 1- Cubrir el 100% del valor del medicamento indicado a mi hija: una ampolla de Lectrum 3.75mg (acetato de leuprolide) cada 28 días. Este tratamiento es la única opción para DETENER un desarrollo prematuro y retrasar al menos dos años más el inicio del ciclo menstrual, generando una niñez normal para mi hija. Vuestra omisión a una cobertura total a un tratamiento crónico resulta claramente violatoria al derecho a la salud de mi hija  y contraria a lo establecido en la CN, a la Convención Americana de Derechos Humanos, Pacto de Derechos Civiles y Políticos, ley 26.061, y demás normas nacionales e internacionales. Todo bajo apercibimiento de iniciar las acciones legales que pudieren corresponder. 
